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Impunidad vs solidaridad
La violación al Derecho a la Justicia en el caso El Amparo

La Constitución de la República de
Venezuela y los pactos internacionales
de derechos humanos, de los cuales Ve­
nezuela es Estado Parte, consagran un
conjunto de derechos a la población
entre los que se encuentran el derecho
a la vida! y el derecho a la justicia2• El
Estado está obligado a garantizar su
vigencia a través de la implementación
de las medidas necesarias.

Para garantizar a la población el de­
recho a la justicia, el Estado debe ge­
nerar leyes y una organización judicial
(Ossorio, 1981: 41) cuyas funciones son,

por una parte, resguardar los derechos
de las personas y, por otra, restablecer
estos derechos cuando sean vulnerados,
garantizando la corrección de las cau­
sas de la vulneración y la sanción a los
responsables.

En el capítulo anterior se demostró
que El Amparo es un caso de violación
al derecho a la vida. Sin embargo, nue­
ve años después de estos sucesos, se ha
mantenido la impunidad3, con lo cual,
El Amparo se convierte también en un
caso de violación al derecho a la justi­
cia. En este segundo capítulo se siste-

Artículo 58 de la Constitución, artículo 6 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Polí­
ticos, artículo 4 de la Convención Americana sobre los Derechos Humanos.

2 Artículos 49, 60, 68 Y69 de la Constitución, artículos 14, 15 Y26 del Pacto Internacional de
Derechos Civiles y Políticos, artículos 8, 9, 10 Y25 de la Convención Americana sobre los
Derechos Humanos.

3 Impunidad es la falta de castigo que el delincuente logra de la pena en que ha incurrido
(Escriche en Ossorio, 1981: 366). Los delincuentes del caso que motiva a esta investigación
son funcionarios policiales y militares adscritos todos a un comando militar en servicio,
que actuaron en representación del Estado Venezolano. Así como también, son institucio­
nes y funcionarios estatales, quienes han obstaculizado la posibilidad de la sanción de los
responsables. Por esta razón, la masacre y su impunidad, pasan de ser simples delitos para
convertirse en violaciones al derecho a la vida y a la justicia, de los cuales el Estado es
garante. Las implicaciones de la impunidad sobrepasan el marco de lo estrictamente jurí­
dico, pues el no castigo de las violaciones a los derechos humanos es también, de alguna

manera, una acción de promoción de éstas. ~~
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Las estrategias de la impunidad· .

matizan los mecanismos de impunidad4
que conducen a la violación de este de­
recho, y se recogen también los meca­
nismos de solidaridad5 que han permi­
tido que el caso se mantenga vivo y en
espera activa de justicia.

El capítulo está estructurado siguien­
do un orden cronológico. Después de pre­
sentar a los principales actores y descri­
bir las primeras manifestaciones de los
procesos de impunidad y solidaridad, se
abre una sección en la que se trata la eta­
pa del Sumario, seguida de aquella que
cubre el Plenario. En ambas se presen­
tan los principales acontecimientos del
proceso judicial, se analizan las decisio­
nes judiciales y la aplicación a lo largo
del tiempo de los mecanismos de impu­
nidad. Paralelamente, se detallan las
principales acciones de presión pública
realizadas para garantizar el correcto
desenvolvimiento del proceso judicial,
tanto a nivel nacional como internacio­
nal. Finalmente, se presenta una crono­
logía que pretende facilitar la lectura de
esta complicada etapa del caso.

Los actores

El proceso que conduce a la impu­
nidad de este caso compromete a insti-

tuciones estatales como el Cuerpo Téc­
nico de Policía Judicial (CTPJ), la Jus­
ticia Militar en todas sus instancias, la
Corte Suprema de Justicia (CSJ), la
Presidencia de la República, e incluso
la Fiscalía General de la República
(FGR) por ausencia de vigilancia en el
desarrollo del proceso. Los actores in­
dividuales que participan en el desa­
rrollo de los mecanismos de impunidad
cumplen distintas funciones en sus res­
pectivas jerarquías, y son identificados
a lo largo del texto.

El proceso contrario, es decir, el que
se genera a partir del movimiento de
solidaridad con las exigencias de justi­
cia de los sobrevivientes y los familia­
res de las víctimas, fue inicialmente
protagonizado por múltiples sectores
sociales, que actuaron realizando accio­
nes de tipo lega16 y extralegaF. Tal fue
el caso del movimiento estudiantil, de
algunos sectores del movimiento gre­
mial y sindical, de sectores vinculados
a la academia y a la vida religiosa, de
las comunidades populares organiza­
das, los grupos de derechos humanos y
algunos parlamentarios. A lo largo de
los nueve años transcurridos desde la
fecha de la masacre, se fue reduciendo
el número de sectores que participaron

4 Se entienden aquí como Mecanismos de impunidad las acciones u omisiones de funcionarios
estatales que contribuyen a que los responsables de la masacre no sean sancionados. Así
como también los factores permanentes o estructurales (comoleyes o instituciones) que con­
tribuyen al mismo fin.

5 Solidaridad, según el Diccionario de la Real Academia Española (DRAE) viene de solidum,
sólido. Es unión fuerte a una causa, visión o empresa de otro(s). Se entienden aquí como
Mecanismos de solidaridad las acciones desarrolladas por distintos sectores sociales, en apo­
yo a los dos sobrevivientes y familiares de las victimas en su lucha por alcanzar justicia.

6 Acciones legales son aquellas que se realizan ante los organismos de administración de
justicia (tribunales) y sus auxiliares (Fiscalía General, PTJ, etc) para pedir la sanción de
los responsables de una violación de derechos humanos, la indemnización de las víctimas y
la modificación de las condiciones que posibilitaron la violación de los derechos afectados.

7 Acciones extralegales son todas aquellas que van más allá de los procedimientos legales, y
que se concretan, por ejemplo, en comunicaciones con la prensa, la iglesia, los sindicatos, o
las asociaciones de vecinos, articulándose a la vez con presiones de calle, manifestaciones
o tomas, y que persiguen el mismo fin que las acciones de tipo legal.
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· Impunidad vs solidaridad

en las movilizaciones, hasta quedar in­
volucrados tan solo el diputado Walter
Márquez, por una parte, y los grupos
de derechos humanos, la iglesia católi­
ca y algunos grupos comunitarios, por
otra, articulados estos últimos en el
"Comité Contra el Olvido y la Impuni­
dad en El Amparo".

Las acciones de tipo legal (que in­
cluyen la defensa de los sobrevivientes
y la demanda contra los funcionarios
del Cejap) son realizadas por dos gru­
pos diferentes: por una parte, se en­
cuentran los abogados vinculados al
diputado Márquez, que varían en el
tiempo, y por otra, los abogados Fabián
Chacón8 y Getulio Romero, quienes co­
ordinaron su trabajo con el de los gru­
pos de la Iglesia y las organizaciones
de derechos humanos.

Las acciones de tipo extralegal (pro­
testas y presión política) fueron en un
primer momento una respuesta reacti­
va de indignación ante la masacre, fun­
damentalmente protagonizadas por el
movimiento estudiantil. Posteriormen­
te se sumaron otros sectores (académi­
cos,gremiales, comunitarios, religiosos
y de derechos humanos), cuya incorpo­
ración facilitó un perfil más coordina­
do y planificado de las acciones, dando
origen a espacios de articulación orga­
nizativa para tal fin.

Primeras manifestaciones

de impunidad

A pocas horas de haber sido ejecu­
tada la masacre, ya estaban operan­
do mecanismos orientados a garanti­
zar la impunidad en este caso. Se re-

señan aquí, en contraste con el "de­
ber ser" señalado por la legislación ve­
nezolana.

El Códigode Enjuiciamiento Crimi­
nal (CEC),en su Artículo 75 ordinal C,
indica que:

"Inmediatamente después que
los funcionarios de Policía Judicial
descubran o tengan noticias de que
se ha cometido un delito de acción

pública deberán trasladarse sin de­
mora alguna al lugar del suceso ..."
(CEC, 75-C).

Sin embargo, el Inspector Ramón
Martín Sandía, el Sub-Inspector Ser­
gio Manuel Nieves y el Detective Luis
Alberto Colmenares Márquez, funcio­
narios del CTPJ de Guasdualito encar­
gados de realizar enevantamiento cien­
tífico de los cadáveres, llegaron allu­
gar de los sucesos con un retardo de
aproximadamente cincohoras (Senten­
cia Corte Marcial Ad-Hoc, 12.08.94:
135), pese a que Guasdualito queda a
menos de veinte minutos de El Ampa­
ro. Este lapso de cincohoras incluye dos
horas en las que los efectivos del Cejap
estuvieron solos con los cadáveres de
los catorce pescadores, lo que facilitó
la posibilidad de alteración del escena­
rio del crimen.

El Códigode Enjuiciamiento Crimi­
nal indica, en su Artículo 75 ordinal C,
que:

"[los funcionarios de Policía
JudicialJ ... tomarán las medidas ne­
cesarias para que las huellas del
hecho no desaparezcan y para que
el estado de los lugares no sea modi­
ficado ..." (CEC, 75-C).

8 Chacón, quien era asesor del Sindicato Nacional de Trabajadores de la Prensa (SNTP), se
incorpora a la defensa de los sobrevivientes y los familiares a solicitud de esta organiza­

ción, ya que ésta decidió reSpaldffi'--~'nstitucionalmente la búsqueda de la verdad de los
hechos de El Amparo. Chacón involuc en este trabajo ad-honorem, a su socio Getulio
Romero. (Entrevista a Fabián Chacón, 13. 6.97).

\
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Las estrategias de la impunidad· .

No obstante, a través de los noti­
cieros televisados, se pudo observar
cómo algunos periodistas alteraron el
escenario del crimen, tomando en sus
manos armas de fuego, proyectiles, ro­
pas y otros objetos que estaban en el
lugar, lo que fue permitido por los fun­
cionarios policiales y militares9 que es­
taban a cargo (Informe Subcomisión,
1989: 46).

El Códigode Enjuiciamiento Crimi­
nal indica en su Artículo 75 (parte in­
troductoria) que:

"[losfuncionarios de Policía Ju­
dicial deben] ...asegurar las pruebas
necesarias para la aplicación de la
ley." (CEC, 75).

Apesar de esto, los funcionarios del
CTPJ de Guasdualito encargados de
realizar el levantamiento de los cadá­
veres, omitieron pruebas fundamenta­
les, que habrían arrojado datos escla­
recedores sobre los sucesos. Estas prue­
bas son: la prueba de la parafina, que
permite verificar si una persona ha dis­
parado recientemente; ellevantamien­
to planimétrico, que permite verificar
desde dónde se realizó la detonación de
un proyectil y cuál fue su trayectoria; y
la necrodactilia, que facilita la identi­
ficaciónde los cadáveres a través de sus
huellas digitales, y que a la vez habría
permitido verificar si éstos habían to­
cado o no las armas que se encontra­
ron a su lado (Informe Subcomisión,
1989: 44, 45 y 46).

El Códigode Enjuiciamiento Crimi­
nal indica en su Artículo 75 ordinal C
que:

"[losfuncionarios de Policía Ju­
dicial] ...ocuparán los objetos, armas
o instrumentos que hayan servido o

estuvieran preparados para la comi­
sión del delito y cualesquiera otros
que puedan servir para el objeto de
las investigaciones." (CEC, 75-C).

Sin embargo, en una visita a La Co­
lorada, tiempo después de los sucesos,
la Subcomisión del Congreso encarga·
da de investigar el caso comprobó:

"... la existencia aún en el lugar,
de proyectiles de balas no usados, y
de conchas de proyectiles regadas
por todas partes, igualmente de ro­
pas ensangrentadas pertenecientes a
las personas muertas allí." (Informe
Subcomisión, 1989: 46).

El Códigode Enjuiciamiento Crimi­
nal indica en su Artículo 75 ordinal H
que:

"Los funcionarios de la Policía
Judicial deberán remitir inmedia­
tamente al Juez competente (...) los
instrumentos, armas y efectos que
hayan asegurado." (CEC, 75-H).

Según declaró el Inspector del
CTPJ, Ramón Martín Sandía, uno de
los cadáveres se encontraba en posesión
de una libreta con nombres de ganade­
ros de la zona y un croquis del lugar en
donde se señalaba la estación petrole­
ra de Guafitas. Estos objetos, señala
Martín Sandía:

"...no se enviaron a este despa­
cho [Tribunal Militar de Instruc­
ción]en su oportunidad por un olvi­
do involuntario debido a la ligereza
con que se inició esta averiguación ...
Días después fue cuando revisando
yo las copias de las actuaciones que
se habían remitido a este Juzgado
Militar, pude darme cuenta que el

9

Todos con funciones de Policía~uQicial, según lo señala el artículo 74 del Código de Enjui-ciamiento Criminal. ~ ,_ .
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9 Todos con funciones de Policía-Ju4icial, según lo señala el artículo 74 del Código de Enjui-

ciamiento Crimínal. '\
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· Impunidad vs solidaridad

plano y la libreta no se habían en­
viado, por lo que consideré que po­
dían ser objetos útiles para la inves­
tigación y opté por enviarlos ..." (Cor­
te Marcial Ad Hoc, 12.08.94: 136)10.

Por su parte, el Dr. Nelson Jesús
Báez Jordán, adscrito al CTPJ, omitió
la realización de la autopsia" de ley a
los catorce cadáveres que ingresaron el
29.10.88 a la morgue del Hospital Cen­
tral de San Cristóbal, en donde él se
encontraba de guardia. Según declaró,
esta omisión fue causada:

"...en primer lugar por el exceso
de cadáveres, un impedimento físi­
copues me encontraba solo de guar­
dia; en segundo lugar para poderlo
practicar necesitaba el oficio del
Ministerio de Justicia o Militar (sic];
en tercer lugar por la presión de par­
te de los familiares por la entrega
de los cadáveres inmediatamente; es
por ello que se les practicó el recono­
cimiento médicoforense que es un
instrumento legal." (Sentencia Cor­
te Marcial Ad-Hoc, 12.08.94: 118).

Los reconocimientos médico-foren­
ses'2 de los catorce cadáveres, que forman
parte del expediente del caso, están fir­
mados por el Dr. Báez y por la Dra. Rosa
Guerrero de Arellano (Corte Marcial Ad­
Hoc, 1994: 72, 73, 74). Esto indica o bien
que el Dr. Báez no se encontraba solo,

como señala en su declaración, o que los
exámenes fueron firmados por una per­
sona que no participó de ellos.

Por otra parte, es obligación de un
funcionario del CTPJ "...asegurar las
pruebas necesarias para la aplicación
de la ley" (CEC, Artículo 75), con lo cual
un médico adscrito a este cuerpo debe
realizar la autopsia aún sin una orden
escrita.

La Subcomisión del Congreso que
investigó la masacre se explica el ori­
gen de estas irregularidades del CTPJ,
en el hecho de que en el Comando del
Cejap que actuó en La Colorada había
seis integrantes del mismo cuerpo, lo
cual generaba una identidad entre in­
vestigadores e investigados:

"No es descartable que aún cuan­
do el Cuerpo Técnico de Policía Ju­
dicial debe contar con una adecua­
da distribución de la competencia
entre los funcionarios, empleados y
dependencias, los investigadores e
instructores tengan alguna inclina­
ción a proteger a sus colegas y com­
pañeros de trabajo." (Informe Sub­
comisión, 1989: 43).

Los funcionarios del CTPJ a los que
aquí se alude, incumplieron con todas
las obligaciones que se citan del Artí­
culo 75 del Código de Enjuiciamiento
Criminal, por lo tanto debieron recibir
sanciones disciplinarias y penales'3.

10 Visto en el contexto de las irregularidades previas y posteriores cometidas por este cuerpo
policial, esta omisión en particular permite dudar de la autenticidad de la libreta y el plano.

11 Autopsia: "...examen de cadáveres (...) para averiguar las causas, forma y otras circunstan­
cias de la muerte de una persona cuando existe la sospecha de que aquella no ha sido natu­
rar' (Ossorio, 1981: 74).

12 Este "reconocimiento médico-forense" no explica las causas de la muerte de los catorce
pescadores. Es un examen de menor rigurosidad que la autopsia.

13 El artículo 75-K del Código de Enjuiciamiento Criminal señala que: "Los funcionarios de la
Policía Judicial que (...) violen disposiciones legales o reglamentarias, omitan o retarden la
ejecución de un acto propio de sus funciones (...) serán sancionados disciplinariamente por
los jueces o tribunales de instrucción (...) con multa de cincuenta a doscientos bolívares, sin
perjuicio de la acción penal a que hubiere lugar" .
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La falta de sanción a estas irregu­
laridades convierte en cómplices a sus
superiores jerárquicos dentro de la ins­
titución, quienes en aquel momento
eran el Subcomisario Marcial Zerpa,
Jefe de la Seccional del CTPJ de Guas­
dualito y el Comisario José Ignacio Mal­
donado Gandica, Jefe de la Región An­
dina del CTPJ. Igualmente resulta
cómplice por omitir sanciones el Juez
Instructor, que en este caso era el Ma­
yor (Ej) Ricardo Pérez Gutiérrez.

La Fiscalía General de la Repúbli­
ca resulta también ea-responsable de
la impunidad, desde el inicio del caso,
por omisión, pues incumplió con dos de
sus obligaciones fundamentales:

"... Vigilar la actuación de los ór­
ganos de Policía Judicial en la for­
mación de los sumarios [e]

...Intentar las acciones a que hu­
biere lugar para hacer efectiva la res­
ponsabilidad civil, penal, adminis­
trativa o disciplinaria en que hubie­
ren incurrido los funcionarios públi­
cos con motivo del ejercicio de sus
funciones ..." (Ley Orgánica del Mi­
nisterio Público: Artículo 6°, ordina­
les 9° y 7°).

Ni en la prensa de la época, que pu­
blicó abundante información sobre los
detalles del caso, ni en el expediente
judicial del caso, aparecen reseñadas
investigaciones o sanciones a estos fun­
cionarios. Tampoco se reseñan en el In­
forme de la Fiscalía General de la Re­
pública sobre sus actuaciones en el caso
(Informe Actuaciones de la FGR,
05.09.97). Por último, el Subcomisario
(CTPJ) Marcial Zerpa y el Comisario
(CTPJ) José Ignacio Maldonado Gan­
dica no hacen mención alguna a dichas
sanciones en su interpelación en el Con­
greso (Informe Subcomisión, 1989: 45).

Este cúmulo de omisiones marcan
el inicio de la construcción de un Su­
mario lleno de irregularidades, y con
ello el comienzo viciado del proceso ju­
dicial del caso El Amparo. Irregulari­
dades de este orden se repetirán a lo
largo de los próximos años, involucran­
do a un número creciente de institucio­
nes, en un sumario cuya duración su­
pera 20 veces el lapso estipulado por la
ley, y en cuyo plenario se han dictado
tres sentencias que no guardan relación
objetiva con las pruebas que las sus­
tentan.

Primeras manifestaciones
de solidaridad

De otro lado, los mecanismos de so­
lidaridad operaron también desde el
inicio de este proceso, garantizando, en
un primer momento, la vida de los so­
brevivientes y con ello la posibilidad de
que se hiciera público su testimonio.
Posteriormente, la acción se dirigió a
la agrupación de fuerzas para enfren­
tar la estrategia de impunidad que co­
menzaba a tejerse.

Wolmer Gregario Pinilla y José Au­
gusto Arias fueron protegidos y refu­
giados la misma noche de la masacre
por un habitante de la zona. Al día si­
guiente, el Comandante de la Policía
de El Amparo, Adán de Jesús Tovar
Araque, se enfrentó a funcionarios mi­
litares y policiales que le exigían en­
tregar a los sobrevivientes, mientras los
habitantes del pueblo, mediante una vi­
gilia masiva y permanente en la Plaza
Bolívar de El Amparo, garantizaron la
vida y legitimaron la versión de los dos
sobrevivientes.

A partir del 31.10.88, y ante la de­
nuncia de los sobrevivientes, los medios
de comunicación informaron acerca del_ .
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"error" sucedido en La Colorada. La
prensa escrita publicó numerosos re­
portajes, entrevistas y artículos de opi­
nión, mientras que en la televisión los
noticieros seguían a diario los aconte­
cimientos del caso, a la par que se emi­
tían programas especiales de corte do­
cumental. En la radio, los programas
de opinión y análisis daban igualmen­
te amplia cobertura a estos sucesos.

La abundante información sobre el
caso permitió que la opinión pública se
formara un juicio propio sobre lo acon­
tecido; pronto la calle se convirtió en
escenario de expresión de apoyo a la
versión de los sobrevivientes. Al prin­
cipio, más allá de las acciones realiza­
das por los pobladores de El Amparo,
la indignación se tradujo en confronta­
ciones violentas de calle, para luego dar
lugar a concentraciones, marchas y otro
tipo de manifestaciones. La protesta fue
adquiriendo así racionalidad y dando
lugar a redes de articulación.

El 31.10.88, en el marco de una jor­
nada de protesta realizada por los ha­
bitantes de El Amparo, se constituyó
una Comisión de Derechos Humanos
para hacer seguimiento' al caso. Ese
día no hubo actividad comercial en la
localidad y en señal de duelo las ban­
deras fueron izadas a media asta. Asi­
mismo, se decretaron tres días de due­
lo por la muerte de catorce de sus po­
bladores (Entrevista a Esther Álvarez,
18.04.97).

En otras regiones del país, duran­
te los días siguientes a la "masacre",
se produjo una continua sucesión de
protestas. Tanto las acciones de carác­
ter violento, que por esas fechas fue­
ron mayoría, comolas manifestaciones
pacíficas fueron repelidas de manera
desproporcionada. Los saldos reportan
manifestantes privados de su libertad

y heridos por armas de fuego. Al calor
de las acciones de calle y mientras opo­
sitores políticos del gobierno se mos­
traban contrarios a la versión de en­
frentamiento, los despachos de las au­
toridades directamente relacionadas
con el caso recibían cartas de todas
partes del mundo solicitando que se
hiciera justicia.

Para el 01.11.88 estudiantes de edu­
cación superior protagonizaban enfren­
tamientos con la policía en tres ciuda­
des del país. La represión de las accio­
nes de calle escenificadas en Caracas
por estudiantes de la Universidad Cen­
tral de Venezuela (UCV); en Mérida
(Edo. Mérida) por estudiantes de La
Universidad de Los Andes (ULA);yen
Barinas (Edo. Barinas) por estudian­
tes de la Universidad Nacional Experi­
mental de los Llanos Ezequiel Zamora
(UNELLEZ), ocasiona 27 heridos por
perdigones, un herido de bala y nueve
detenidos (Últimas Noticias -UN-,
02.11.88).

Al día siguiente se suman a las pro­
testas estudiantes de otras regiones.
Ese día se registran enfrentamientos
en siete regiones: Caracas, Aragua, Ca­
rabobo, Miranda, Táchira, Apure y Mé­
rida. En Apure, la negativa de la Asam­
blea Legislativa de atender la solicitud
de investigación sobre el caso, realiza­
da por los estudiantes del núcleo de la
UNELLEZ de San Fernando de Apure,
deriva en un enfrentamiento con la po­
licía estadal (EDC,03.11.88). En la ciu­
dad de Mérida, por otra parte, univer­
sitarios y estudiantes de educación me­
dia protagonizan enfrentamiento s de
calle con la policía que derivan en la
paralización de la ciudad y arrojan un
saldo de 20 estudiantes heridos y 30 de­
tenidos. Alfinal del día la ciudad es mi­
1itarizada (EN, 03.11.88) .
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Ese mismo día, Amnistía Interna­
cional inicia una AcciónUrgente14 diri­
gida al Presidente de la República Jai­
me Lusinchi y al Comandante de la
Segunda División de Infantería y Guar­
nición del estado Táchira, General (Ej)
Humberto Camejo Arias, para exigir­
les que el caso sea investigado y se san­
cione a los responsables (Amnistía In­
ternacional, correspondencia del
20.05.97). Según la experiencia de esta
organización internacional, una acción
urgente puede generar, aproximada­
mente, 3.000 cartas dirigidas a los po­
deres públicos. (Amnistía Internacio­
nal, correspondencia 20.05.97).

Al día siguiente, 03.11.88, la pobla­
ción de El Amparo toma las calles del
pueblo en protesta por declaraciones
oficialesque vinculan a las víctimas con
grupos subversivos (EN, 04.11.88). El
nivel de movilización para exigir justi­
cia se mantiene, a la par que los parti­
cipantes se enfrentan a las acciones
represivas. La ciudad de Mérida, pese
a estar militarizada, es escenario de
protestas estudiantiles a las que se
unen vecinos de los barrios aledaños a
los centros educativos. Las actividades
en la universidad son suspendidas du­
rante una semana, mientras las calles
son custodiadas por tanquetas de la GN
(EN, 04.11.88). Por otro lado, en Cara­
cas, las acciones pacíficas son coercio­
nadas por la acción policial: una mar­
cha realizada dentro del recinto univer­
sitario de la UCVculmina en enfrenta­
miento con la policía al tratar de tomar
la calle, resultando heridos 17 mani-

festantes; y el mismo día es impedida
la movilización y entrega de volantes a
transeúntes por miembros del Institu­
to Universitario Pedagógicode Caracas
(EDC, 04.11.88). Asimismo, se regis­
tran protestas en otras ciudades: Ma­
racay (Edo. Aragua); Valencia (Edo.
Carabobo); Barquisimeto (Edo. Lara);
San Cristóbal (Edo. Táchira); Cumaná
(Edo. Sucre) y Barcelona (Edo. Anzoá­
tegui) (EN, 04.11.88).

Entre tanto, dirigentes del partido
Social Cristiano COPEI, como Rafael
Caldera y Eduardo Fernández, denun­
ciaban de manera pública que la infor­
mación oficial sobre el caso presentaba
contradicciones (Izard, 1991: 18).

Las acciones de cal1e continúan; a
finales de la primera semana, 04.11.88,
a las protestas se suman estudiantes
de Maracaibo (Edo.Zulia) y Ciudad Bo­
lívar (Edo. Bolívar). Por su parte, las
declaraciones públicas de personajes
políticos proseguían: el candidato pre­
sidencial por el partido de gobierno
(AD),Carlos Andrés Pérez, se declara­
ba solidario con el pueblo de El Ampa­
ro (Izard, 1991: 19).

El 05.11.88 la prensa nacional re­
seña las opiniones de otros candidatos
presidenciales: Ismenia de Villalba de
la Unión Republicana Democrática
(URD)y TeodoroPetkoff del Movimien­
to al Socialismo (MAS).Ambas en tono
crítico, señalan al gobierno por ocultar
la verdad de lo sucedido en La Colora­
da (Izard, 1991: 19).

La segunda semana de protestas
abre el 08.11.88 con acciones de calle

14 Las Acciones Urgentes no son más que peticiones de envío de cartas que se distribuyen a
través de redes de voluntarios establecidas en distintos países del mundo, para que estos
envíen comunicaciones a las autoridades del país en donde está ocurriendo o se prevé que
va a ocurrir una violación a los derechos humanos. "Las peticiones de Acción Urgente son
enviadas por el Secretariado Internacional [a] los coordinadores de Acciones Urgentes en
diferentes regiones y países, quienes a su vez las canalizan a grupos de acción e individuos.
Se pide a los participantes en las Aciones Urgentes que envíen telegramas o cartas [actual­
mente también, comunicaciones vía fax y correo electrónico] a las autoridades guberna­
mentales en el país correpondiente." (Amnistía Internacional, 1983: 19 y 20)._ .
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en Caracas, Barinas (Edo. Barinas),
San Cristóbal y Maracay (EU,
09.11.88). Ese mismo día, en periódi­
cos de circulación nacional aparecen
remitidos de un grupo de religiosos de
la iglesia católica (EDC, 08.11.88) y de
la Federación de Centros Universita­
rios de La Universidad del Zulia, en los
que se condena la masacre.

La represión que tiene lugar en con­
tra de una manifestación pacífica reali­
zada en San Fernando de Apure el
09.11.88 marcó el carácter de las si­
guientes protestas; a las consignas de
respeto a la vida y justicia se suma la
de rechazo a la represión. La interven­
ción de la GN en contra de la marcha
protagonizada por estudiantes de la
UNELLEZ, en San Fernando de Apure,
derivó en acciones violentas. Los suce­
sos culminaron conel allanamiento a la
universidad (que conllevó daños a las
instalaciones por parte de la GN) y la
detención de los estudiantes que fungie­
ron comomediadores ante los enfrenta­
mientos violentos (EN, 15.11.88).

El 10.11.88, se producen manifes­
taciones pacíficas en seis ciudades del
país. A los estudiantes se les sumaron
las autoridades y los gremios universi­
tarios, protagonizando acciones de cor­
te institucional, que exigían justicia en
El Amparo y rechazaban la represión
contra las universidades nacionales. Se
produce un giro hacia otra forma de
protesta, aquella que responde a una
estrategia planteada para sumar nue­
vos sectores al movimiento.

Ese día se produjeron marchas en
Maracaibo, Caracas, Valencia, San
Cristóbal, Cumaná y Barcelona, orga­
nizadas por las autoridades y los gre­
mios de los centros docentes, con la
participación de sindicatos, gremios y
asociaciones de vecinos (EN, 11.11.88).

De esta manera, quedaron sentadas
desde su inicio las bases de un proceso
que se extiende a lo largo de los siguien­
tes nueve años, y que todavía no ha con­
cluido. De un lado, un aparato judicial
que procuró continuamente encubrir la
verdad acerca de los hechos, favorecien­
dola perpetuación de la impunidad. Del
otro, un importante movimiento de pre­
sión pública, al que se sumaron múlti­
ples sectores, que buscaba el cumpli­
miento de las garantías judiciales. Pese
a que la presión pública cedió en algu­
nos momentos, en los nueve años trans­
curridos desde el inicio del proceso se
ha mantenido vivo al menos un núcleo
de acción, que permitió que las manio­
bras que favorecían la implementación
de los mecanismos de impunidad no
pasaran desapercibidas.
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